Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 13 y 41 minutos). 


-La Comisión de Asuntos Administrativos tiene mucho gusto en recibir al Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, quien concurre con el fin de informar acerca de los criterios adoptados en la 
propuesta de designación de los Ministros del Tribunal de Apelaciones. 


Agradecemos entonces al doctor Chediak que esté nuevamente por aquí. 


La Comisión está comenzando cinco años de labor y seguramente en ese lapso considerará 
diversas solicitudes de venia de ascenso a Ministro del Tribunal de Apelaciones, por lo que nos pareció 
de suyo tener una primera reunión para conocer los criterios genéricos utilizados, a fin de no tener que 
convocar a la Suprema Corte de Justicia cada vez que llegue un pedido. Es cierto que en lo personal, 
por haber integrado esta Comisión en el Período pasado, conocemos dichos criterios, pero nos parecía 
importante reiterarlos en este ámbito, ya que el otro día, al considerar determinado asunto, nos 
percatamos de que no eran conocidos por los demás miembros de la Comisión. 


SEÑOR CHEDIAK.- Agradezco a los integrantes de la Comisión la oportunidad de transparentar un 
mecanismo complejo que tiene nuestro país, del cual la Suprema Corte de Justicia está muy orgullosa, 
para la designación inicial de los Magistrados, sus traslados y sus ascensos a lo largo de su carrera, 
hasta el grado máximo que es el de Ministro de Tribunal de Apelaciones en lo Civil. 


Es costumbre en el Uruguay hacer los homenajes luego del fallecimiento de las personas, 
pero como creo que es bueno hacerlos en vida, quiero decir que este mecanismo -del cual, reitero, la 
Corte está muy orgullosa- ha demostrado ser altamente eficaz. Más allá de algún caso notorio y 
puntual en el que un magistrado ha recurrido su traslado, más allá de que, como en todo acto 
administrativo, está el control de legalidad que hace el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
importa destacar que, en un universo de 500 Jueces, donde alrededor de 450 son profesionales del 
Derecho -abogados- y en el que se hacen de 100 a 120 movimientos por año, entre ascensos y 
traslados, desde que yo estoy en la Suprema Corte de Justicia -el 9 de setiembre de 2009-, se pueden 
contar con los dedos de una mano las impugnaciones que se han llevado a cabo. Es decir, en más de 
500 traslados creo que no ha habido más de dos o tres impugnaciones de este sistema, a pesar de que 
los Jueces y Juezas son absolutamente conscientes de sus derechos y de que todo se va volviendo 
cada vez más complejo. Ya veremos más adelante algunas de las complejidades. 


Generalmente, lo primero que remitimos al Parlamento, además de la lista de los Ministros 
del Tribunal de Apelaciones por antigúedad en el cargo, es la lista de todos los Magistrados del Poder 
Judicial, de todos los escalafones y por el orden de antiguedad. Esta lista se actualiza prácticamente 
una vez al mes por los movimientos y traslados que se realizan. 


La siguiente lista, que manejamos con la precisión actual desde no hace más de cinco años - 
antes manejábamos la última lista-, muestra el relacionamiento histórico de todas las listas que han 
existido en el Poder Judicial para el ascenso y traslado de los Magistrados desde el año 1994. Aquí 
figuran los integrantes de todas las listas. Observo que en 1994 quien encabezaba la lista de Jueces 
Letrados de Montevideo era, justamente, el doctor Felipe Hounie, que es el más reciente integrante de 
la Suprema Corte de Justicia. Este es el primer listado que nosotros manejamos por lo que no solo 
miramos la última lista -que, en este caso, es la de 2014-, sino todas las existentes de forma de ver la 
evolución histórica de los Magistrados en su carrera. 


La última lista de la Comisión Asesora está ordenada de acuerdo a la antigúedad en el cargo 
de los Magistrados y señala los períodos en que integraron la lista. Aquí no solo aparecen las listas 
anteriores ordenadas, sino que también figura el estudio por Juez de los períodos en que cada uno de 
ellos aparece en la lista. A modo de información, puedo agregar que la última venia que el Senado de 
la República otorgó es la de la doctora Martha Alves de Simas -que aún no juró como Ministra del 
Tribunal de Apelaciones, porque se encuentra con licencia médica por enfermedad- y, tal como se 


puede observar en la gráfica, es quien tiene mayor cantidad de apariciones históricas en la lista. 
Estuvo en la de los años 1995, 1996, 1997, 1998, 1999, 2001, 2009, 2010, 2011, 2012 y 2015-2016. 
Aparece cinco veces en azul, como Juez Letrado del Interior y cuatro veces en amarillo, como Juez 
Letrado de la Capital. El haber estado en la franja azul, que es la de Juez Letrado del Interior, le 
ameritó su ascenso a Montevideo y, el haber estado en esa franja amarilla, es lo que le posibilitó la 
solicitud de venia mencionada. Al respecto, creo no haber especificado que las venias son genéricas 
pero en esta oportunidad va al Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 6% Turno en lugar del doctor 
Felipe Hounie. 


En el caso de la venia del doctor Gerardo Peduzzi, que ya fue aprobada por el Senado... 
SEÑOR HEBER.- Todavía no lo fue. 
SEÑOR CHEDIAK.- Es verdad, mi confusión se debe a que había sido enviada antes. 


En el caso del doctor Peduzzi quiero señalar que tiene la mayor antigúedad en el Poder 
Judicial como Juez Letrado de la Capital. 


SEÑOR HEBER.- Observo que no estuvo como Juez Letrado del Interior. 


SEÑOR CHEDIAK.- Es así, pero en los años noventa se desempeñó como Juez Letrado de la Capital 
y actualmente es Juez Letrado en lo Penal desde el 26 de junio de 1993. En los hechos, reitero, es el 
Juez Letrado de Montevideo con mayor antigúedad en el cargo. Fue Juez Letrado de Adolescentes, 
Juez Letrado de Familia y Juez Letrado en lo Penal; ha desempeñado satisfactoriamente su cargo e 
incluso está a dos años o algo menos de jubilarse. Es por haber integrado la lista, que la Suprema 
Corte de Justicia lo propone. 


SEÑOR HEBER.- Si no me equivoco, los antecedentes que se nos remiten provienen de una Comisión 
Asesora que estudia los nombramientos e incluso consulta al Colegio de Abogados del Uruguay. En la 
información que recibimos los legisladores podemos ver la antigúedad en el cargo del titular -como en 
el caso del que estamos hablando-, pero no tenemos la evaluación de su eficacia. ¿La eficacia y la 
calidad del Juez pueden ser evaluadas en función de la cantidad de veces que recibió apelaciones a 
sus fallos y la cantidad de casos en que el Tribunal de Apelaciones los revocó o confirmó? ¿Este es un 
elemento a tener en cuenta? 


Formulo la pregunta porque, además, nosotros no tenemos esa información. ¿Podemos 
contar con ella? 


SEÑOR CHEDIAK.- Me parece oportuno hacer referencia a la Acordada N92 7.772 de ascensos y 
traslados a un mejor destino, que antes era la N?2 7.542, pero que ha sufrido 
modificaciones. En este momento, como bien sabe el señor Presidente de la Comisión, cabe hacer un 
homenaje y un pequeño recordatorio histórico. 


Este sistema de autolimitación de las potestades de la Suprema Corte de Justicia en la 
designación de los Jueces, no nació de esta como tal, sino del gremio, de la Asociación de Magistrados 
del Uruguay. A título personal, me gustaría señalar que se trata de un ejemplo bastante atípico, pues 
luego de las dos primeras Comisiones Directivas posteriores a la dictadura -períodos 1985 a 1987 y 
1987 a 1989, que tuvimos el honor de integrar- y de haber obtenido la mejora de las retribuciones de 
los Magistrados -tema que está tan en boga en estos días-, a través del famoso artículo 85 de la Ley 
N* 15.750 o Ley Orgánica de la Judicatura y de Organización de los Tribunales -que tampoco fue fácil 
de lograr-, desde el gremio se decidió mejorar el servicio y el funcionamiento de la Judicatura. Esto no 
solo es atípico, sino que habla muy bien de aquellos Magistrados -por supuesto, dejándome de lado- 
que eran la flor y nata del Poder Judicial de esa época. Voy a dar sus nombres pero, si me olvido de 
alguien, espero me sepan disculpar. Simplemente creo que es bueno recordar que los Presidentes de 
las Comisiones Directivas eran los doctores Eduardo Brito del Pino y Gervasio Guillot Martínez, y que 
los doctores Daniel Gutiérrez Proto, Leslie Van Rompaey, Juan Pedro Tobía Fernández, Eduardo 
Lombardi y Ricardo Harriague también integraban este grupo que es casi un muestrario de los que 


fueron Ministros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. El 
último orejón del tarro era quien habla. 


También es bueno señalar que esa propuesta no fue bien recibida por la Suprema Corte de 
Justicia y que no fue inmediata la recepción del sistema de autolimitación. Fue gracias a uno de sus 
Ministros, el doctor Jorge Marabotto Lúgaro, que se reflotó este proyecto que había sido archivado. En 
concreto, le dio carácter de Acordada y a partir de allí comenzamos a tener pautas objetivas para la 
designación de los Magistrados. 


A continuación, teniendo en cuenta lo que decía el señor Senador Heber, vamos a hacer 
referencia a cómo se integraba la Comisión. 


La Comisión Asesora será designada por la Suprema Corte de Justicia y se integrará con 
cinco miembros: un Ministro de la propia Corte, que será su presidente -ahora que me tocó 
desempeñarme como Presidente, lo único que hacemos es proveer la infraestructura y la Secretaría 
para el funcionamiento de la Comisión-; dos Ministros de los Tribunales de Apelaciones, uno de los 
cuales será designado a propuesta de la Asociación de Magistrados del Uruguay; un Abogado en 
ejercicio de la profesión, propuesto por el Colegio de Abogados del Uruguay; y un Profesor titular de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la República, propuesto por el Consejo de dicha Facultad. 


Con respecto a la inquietud del señor Senador, expreso lo siguiente. 


Los integrantes de la Comisión actuarán con independencia y guardarán reserva de lo 
actuado. En lo que hace al funcionamiento interno y a la forma en que se terminó confeccionando las 
listas, cada uno de los interesados de la Asociación de los Magistrados lo puede consultar con sus 
representantes y así se hace. A su vez, la Suprema Corte de Justicia lo hace a través del Ministro que 
actúa como Presidente de la Comisión. 


Los miembros de la Comisión durarán dos años en el ejercicio de sus cargos y no podrán ser 
reelectos. 


La Comisión cada dos años confecciona nóminas de hasta veinte magistrados ordenadas, no 
ya por las calificaciones recibidas, sino alfabéticamente -este tema fue muy discutido, 
fundamentalmente, para evitar que se diga: «Sos el último de la lista y no el primero»-, que en cada 
grado y categoría reputen más aptos para ascender. 


¿Cuál es la médula de este sistema del que participa el Colegio de Abogados del Uruguay y la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la República? Aclaremos que los abogados hacen las 
críticas o consideraciones que, respecto de cada magistrado, sus asociados le hayan hecho llegar. La 
médula del sistema es la calificación por parte de los superiores procesales. Por ejemplo, los Ministros 
del Tribunal de Apelaciones califican a todos los Jueces Letrados, tanto de Montevideo como del 
interior de la República. 


Los Jueces Letrados de Montevideo califican a los Jueces de Paz Departamentales de la 
capital y los Jueces Letrados del interior hacen lo propio respecto de los Jueces de sus respectivas 
jurisdicciones: a los Jueces de Paz Departamentales y a los Jueces de Paz de la ciudad. A su vez, los 
Jueces de Paz Departamentales pueden hacer calificaciones respecto de los Jueces de Paz de la 
ciudad. 


De manera que en la presente Acordada están determinados quiénes son los superiores 
procesales. 


Quiero aclarar que como es una lista para destacar a los mejores no hay calificaciones 
malas; solamente se califica a los buenos. Aquellos que no integran la lista es porque no obtuvieron el 
nivel promedio de calificación por sus superiores procesales que les permitiera estar allí. Creo que 
Bueno, Muy Bueno y Sobresaliente son las calificaciones que se han hecho. 


Los informes de los superiores procesales son anuales. En base a ellos, se elaboran unos 
planillados en Excel -esta tarea la terminó haciendo la Secretaría del Ministro que actúa como 
Presidente que, en este caso, es mi Secretaría-, donde constan los informes que cada uno de los 
superiores procesales hizo de todos los Jueces que entendió que había que calificar, así como la nota 
que le puso. Luego se hacen promedios, habida cuenta de que todo se vuelve complejo cuando se 
hace de manera objetiva. 


En determinado momento se advirtió que había una mayor participación en las listas de los 
Jueces Civiles que de los Jueces Penales. Cuando se empezó a hilar fino, se vio que los superiores, es 
decir, los Ministros del Tribunal de Apelaciones con competencia civil, son 21 y 7 Tribunales, frente a 3 
de los Penales que tenían 9. Era mucho más fácil conseguir nueve votos en veintiuno que nueve votos 
en nueve, que representa el ciento por ciento. A partir de aquí, se modificó la Acordada y se empezó a 
hacer la ponderación del número de votos respecto al número de votos posible. Ahora, hay cuatro 
Tribunales Penales y un Ministro tiene doce votos, es decir, el ciento por ciento; para tener lo mismo un 
Juez Civil, debe alcanzar veintiún votos. En definitiva, se hizo una ponderación por materia que lleva a 
varios cocientes. Reitero que todo esto fue elaborado en función de estos informes y a las 
observaciones del Colegio de Abogados del Uruguay y de la Facultad de Derecho. En algunos casos, 
en base al currículum -o sea, el expediente del Magistrado con las anotaciones favorables o 
desfavorables- se propone a algún Magistrado para ascender a Ministro de Tribunal de Apelaciones, 
que es en cierto modo lo que tratamos hoy aquí. 


Luego, como prevé la Acordada, está la lista de Magistrados que solicitan no ser 
trasladados. Se trata de unos cuantos, en general muchos son Jueces de Paz Departamentales de la 
capital, que por razones familiares no quieren ser trasladados. 


SEÑOR HEBER.- Disculpe la interrupción, pero faltó responder si los fallos del Juez -así como 
también las apelaciones- pueden considerarse como elementos de juicio o si, por el contrario, es algo 
que queda a juicio de esa Comisión Asesora y nosotros no podemos tener esa información. Acá 
también llegan informes buenos y malos y, a veces, para poder evaluar, nos gustaría recibir más 
información de la que nos remite la Suprema Corte de Justicia. El número de fallos apelados y no 
apelados ¿puede indicar la capacidad y trayectoria de un Juez que quizás por antigúedad pueda llegar 
a determinada posición, pero no por capacidad? 


SEÑOR CHEDIAK.- En este punto ingresamos en un terreno minado, sobre todo por la experiencia 
internacional y la preservación de la absoluta independencia técnica de todos y cada uno de los 
Magistrados del Uruguay. Hay una gran desconfianza, y cuando se realizó esta Acordada nunca se fijó 
como un criterio el tomar en cuenta el índice de las sentencias que al Magistrado se le confirman o se 
le revocan -lo cual parecería fácil de hacer- por el problema de la independencia y para prevenir que el 
Juez de las instancias inferiores esté viendo cuáles son las interpretaciones de Derecho que hacen las 
instancias superiores y se adecue o acomode el cuerpo a las mismas, en lugar de dictaminar de 
acuerdo con la Constitución de la República, las leyes y su conciencia. Entonces, no solo no se utilizó 
ese juicio, sino que no existe; no se hace ningún relevamiento -nunca se hizo y espero que no se haga- 
respecto a cuántas sentencias se le revocan o le confirman a un Magistrado, porque en definitiva 
puede terminar siendo un problema de criterio. Por ejemplo, la doctora Nilza Salvo, brillante Ministra de 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil y Directora del Centro de Estudios Judiciales -que la Suprema Corte 
de Justicia tiene muy bien ponderada- en su momento sostenía una posición jurisprudencial 
discrepante con la de los Tribunales -en mi Tribunal de Apelaciones en lo Civil 2”. Turno siempre le 
revocábamos esa posición- y tenía una cantidad de sentencias revocadas, pero finalmente con el 
tiempo nos terminó convenciendo a todos, como suele pasar en la evolución de la jurisprudencia. 


Entonces, ese aspecto no se utiliza como elemento objetivo. Lo que sí se utiliza no tiene que 
ver con que a un Magistrado se le confirmen o revoquen las sentencias, sino con qué opinan los 
superiores procesales de cómo trabajó. Se revocan sentencias muy buenas por diferencias de criterio 
con el inferior procesal, y a veces se confirman sentencias espantosas por otros fundamentos y el 
Tribunal tiene que hacerla nuevamente pero bien hecha, pero falla en el mismo sentido que en primera 
instancia. Entonces, lo que se le pide a los superiores procesales es que evalúen el desempeño -y no 
si le confirmaron o no las sentencias; eso ni se les pregunta-, cómo manejó el expediente, cómo 
instruyó la prueba, cómo realizó las audiencias, y si la sentencia técnicamente estaba bien hecha o no. 
Esto es lo que se solicita. 


En el formulario simplemente se les pide a los superiores procesales cuántos expedientes 
vieron en apelación de ese Magistrado y qué juicio les merece -Bueno, Muy bueno o Sobresaliente-, y 
a los que les merece juicio malo, no se los incluye en la lista. Hay tribunales que sí hacíamos juicio 
malo  -hablo del Tribunal 2*.-, nosotros llevábamos un cuaderno -no sé si se seguirá haciendo- donde 
las calificaciones no solo eran esas, en principio de uno a doce y después menos uno, menos dos y 
menos tres. Por supuesto que las calificaciones negativas eran de reserva para el Tribunal. Pero el 
criterio no es si se le confirmaron o revocaron muchas sentencias, sino si es bueno o malo. Es un 
problema jurídico y no de criterio jurisprudencial. Esa es la realidad. 


También traemos la lista de los egresados del CEJU desde el año 2001 a la fecha, en la que 
se incluye su cargo actual y cargo anterior. Este sistema funciona muy bien en los escalones 
superiores, porque la Judicatura Letrada trabaja mucho; entonces, se le recurre mucho y los superiores 
procesales ven una cantidad muy grande de expedientes muy complicados. Esto no es tan fácil de 
aplicar con los Jueces que recién ingresan en los Juzgados de Paz de Ciudad e incluso en los 
Juzgados de Paz Departamentales, que tienen poco trabajo jurisdiccional. Generalmente hacen 
casamientos, manejan el Juzgado, hacen las tareas acotadas a su jurisdicción, pero es muy difícil para 
los Jueces Letrados poder evaluar, en los primeros uno o dos años de su funcionamiento, si son 
buenos o malos, porque no ha habido suficiente actividad para analizar, salvo en el caso de los Jueces 
de Paz Departamentales cuando subrogan al Letrado, es decir, cuando quedan a cargo del Juzgado 
Letrado. En ese caso, cuando vuelve el Juez Letrado titular, puede evaluar lo que hizo en esos 
expedientes durante su licencia el Juez de Paz Departamental. 


Por otra parte, a diferencia de las listas de egresados que realiza la Comisión, que vienen por 
orden alfabético, por lo que uno no sabe exactamente quién es el mejor calificado de los buenos, las 
listas del CEJU son por escolaridad absoluta. Creo que hay algún problema informático, porque nos 
dan la escolaridad con ocho dígitos, lo cual es prácticamente imposible; no puede ser que se analice 
con tanta puntillosidad. Pero sí vienen las listas por escolaridad y se van nombrando por índice de 
escolaridad decreciente: se nombra al mejor, luego al siguiente, etcétera, y las listas se nos agotan 
antes de los dos años que dura cada generación del CEJU en completar sus estudios. Entonces, lo 
último es saber, de esos Jueces recién ingresados, en qué cargo van estando. En general los 
estábamos nombrando como Juez de Paz de Ciudad, que no es el escalafón más bajo, y se ha dado 
que a alguno lo hemos nombrado como Juez de Paz de Primera Categoría, que ganan menos, como 
los señores Senadores que están en la Comisión de Presupuesto saben. En esos cargos de Juez de 
Paz de Primera Categoría del interior se nombra a aquellos abogados que se postulan por fuera del 
CEJU, a quienes se les hace el mismo análisis de currículum y el mismo filtro con el perfil psicológico 
para el cargo que a los que vienen del CEJU. La única diferencia es que no hacen los cursos del 
CEJU, sino que hacen un curso de reciclaje posterior. Y por supuesto que quienes han sido rechazados 
del CEJU no pueden ingresar por la ventana, es decir, no pueden ingresar aunque se postulen por 
fuera. Esa última lista de Jueces que se postulan por fuera del Centro de Estudios Judiciales se utiliza 
cuando se acaba la lista de egresados del CEJU y todavía no tenemos la lista siguiente. Esa es la 
situación. 


Lo que se va marcando en colores es qué cargos están teniendo cada uno de los Jueces de 
la generación, a los efectos de que ninguno quede muy retrasado. Cuando la mitad de ellos son Jueces 
de Paz Departamentales, empezamos a mirar a quiénes podemos ir ascendiendo, porque, como 
decíamos, no tenemos calificaciones confiables de los Jueces Letrados, que no pueden saber muy 
bien cómo han desempeñado el cargo. Entonces, la idea es que no se sientan postergados 
simplemente por esa falta de conocimiento de su desempeño funcional. Por eso, en esos primeros 
estadios tratamos de que toda la generación de 2008 se encuentre hoy -más o menos- en los mismos 
cargos y la de 2009 también. Eso es lo que, en cierta forma, reflejan los colores de las gráficas. 


Importa destacar que en el movimiento de todas esas listas, todo es muy objetivo. De los 
quinientos Jueces conozco a muy pocos; la mayoría de los que conozco, ya son Ministros del Tribunal 
de Apelaciones, es decir que en definitiva lo que pueda ser conocimiento personal queda muy acotado. 
Algún integrante de determinado organismo ha señalado la existencia del besamanos; si existió, fue 
antes de mi época; ahora no existe y no se podría hacer. Si los Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia organizáramos audiencias para que los Jueces nos vinieran a solicitar ascensos o traslados, 
no trabajaríamos, porque realmente es una formidable pérdida de tiempo. Esa es la realidad. 


De modo que, por los diferentes colores que figuran en el gráfico, se puede ver los cargos 
que están teniendo los distintos egresados por generación del CEJU y vamos nombrando a los que 
han quedado un poco retrasados. Como se puede apreciar, dentro de la generación 2013-2014, los 
que figuran en rojo, todos ya ocupan cargos de Juez de Paz de Ciudad; los que están en verde, aún 
no, serán nombrados paulatinamente, no porque sepamos de su desempeño funcional, sino para que 
no queden atrasados, pues son de la misma generación. Allí sí juega un poco el tema de la antigúedad 
en el cargo, es decir, se toma en cuenta a qué generación pertenecen en el caso de los muchachos 
que recién ingresan, de 25 o 26 años, pero el resto es todo una verdadera escalera de competencia en 
la que cada uno se mide con los demás. 


Es importante destacar que ya no se asciende por antigúedad. No existe la mera antigúedad 
como criterio de ascenso. Sin perjuicio de ello, puede existir el caso de algún Juez en el que se haya 
tenido en cuenta la antigiedad para su ascenso, por ejemplo, alguien que se ha desempeñado en el 
cargo durante veinte o veinticinco años -es decir, ha entregado su vida al Poder Judicial-, digamos, en 
el promedio, sin descollar hacia arriba y sin haber cometido errores que lo llevaran a desprestigiar la 
Magistratura. Por esa razón, trajimos la primera lista. 


Lo cierto es que el sistema ha logrado ser razonablemente objetivo y no se ha inmiscuido en 
la independencia técnica de los Magistrados. No obstante ello, debo señalar que es realmente muy 
complicado. Donde se ha instrumentado, insisto, ha sido muy complicado, porque los informáticos y los 
contadores enseguida manifiestan la necesidad de usar indicadores objetivos, por ejemplo, «qué se les 
revoca y qué no». En distintos países esto ha sido blanco de numerosísimas críticas y considero que 
les asiste razón, pues ese no es un buen indicador. 


Vayamos un poco a la filosofía de hace treinta años cuando comenzamos a analizar este tema 
y el de cómo juzgamos la actividad jurisdiccional porque todos los demás aspectos tienen indicadores 
objetivos. Por ejemplo, si el Juez se demora, no hay ningún problema porque los Servicios Inspectivos 
realizan inspecciones, por lo menos, una vez al año, y los Juzgados que se atrasan reciben 
inspecciones cada seis meses. Manejamos perfectamente aspectos como ser cuánto se demora, 
cómo funciona la oficina, qué número de audiencias realiza, qué número de audiencias suspende, qué 
días fija audiencias, qué días se toma sin fijar audiencia, cuál es la fecha de la última audiencia que fijó, 
si hace audiencias de lunes a jueves y está fijando audiencias para el mes de setiembre por qué, 
entonces, no fija audiencias también para los viernes o por qué si empieza las audiencias a las 13 y 30 
no las comienza 12 y 30 para poder realizar más audiencias por día. Esos son aspectos manejados por 
nuestra División de Servicios Inspectivos como también se llevan a cabo en cualquier otra oficina del 
Estado. Se trata de mediciones estadísticas indispensables de llevar a cabo y a través de las cuales la 
Suprema Corte de Justicia forma su propio criterio. 


Otro de los temas que lleva a la formación del criterio de la Suprema Corte de Justicia, son las 
denuncias contra los Jueces. Hay muchas denuncias pero la mayoría no prospera porque son 
denuncias jursidiccionales, es decir quejas de cómo han actuado los Jueces en la parte jurisdiccional, 
lo que es corregido por el propio sistema. O sea, no se trata de quejarse a la Suprema Corte de 
Justicia sino de apelar y, en su caso, recurrir a la casación; ahí sí se corrigen dentro de las instancias 
jurisdiccionales. 


Pero hay muchas denuncias que sí prosperan por aspectos no jurisdiccionales de la actuación 
de los Jueces. Por eso, a veces se miran los legajos, para ver si existen observaciones investigaciones 
administrativas, sumarios o sanciones y, también, para ver si ha habido observaciones favorables. En 
mi época eso no existía, pero ahora se tiene en cuenta si el Juez hace cursos, recibe premios o va al 
exterior y se destaca. 


El sistema es menos artesanal y menos personalizado que hace treinta años porque se ha 
multiplicado el número de Jueces. Sin estos listados, sin mecanismos objetivos, sería imposible hacer 
los movimientos, que se hacen de una manera razonablemente rápida y en escalera. Por ejemplo, 
cuando asuma su cargo la doctora Alves De Simas, nosotros tenemos que hacer una escalera, es decir 
que hay que llenar el cargo de la doctora; luego el del Juez Letrado de Montevideo que fue en su lugar; 
si cambiamos de materia, del Juez Letrado de la materia que dejó; después del Juez Letrado suplente 
que ascienda; habrá que ver quién va a ser el suplente del Juez Letrado del interior e ir corriendo a los 


Jueces Letrados del interior -esos movimientos serán dos o tres- y luego habrá que ascender a un Juez 
de Paz departamental, mover a un Juez de Paz de ciudad a través de todas listas y designar al mejor 
calificado del CEJU para que no quede en el lugar de abajo. Eso se hace razonablemente rápido; en 
general, una de esas escaleras, con el manejo de estas listas, le puede llevar tres horas a la Suprema 
Corte de Justicia. 


Además, hemos tratado de brindar más garantías al Magistrado cumpliendo con un requisito 
que no sé por qué no se cumplía: la vista previa al Fiscal de Corte. Está en la Constitución de la 
República y hay que cumplirlo. La Suprema Corte Justicia ahora lo está haciendo, pero no sé por qué 
no se hacía. Todos nos movimos durante décadas en el Poder Judicial sin saber si eso se cumplía o no 
y, de hecho, no se hacía. Ahora, antes de efectuar los nombramientos, se da tres días a los propios 
interesados para hacer objeciones respecto de sí mismos -no respecto de los demás; por supuesto que 
cada uno puede objetar su movimiento y no el de los demás- y luego se le da vista al Fiscal de Corte. 
Si no hay observaciones -hasta ahora no ha habido-, se dicta el acto administrativo, se procede a 
tomar juramento a los Jueces y darle posesión del cargo. 


En rasgos generales, ese es el funcionamiento. Tuvimos un feedback a través de la empresa 
Cifra de Luis Eduardo González, a la que le solicitamos que preguntara al ciudadano común qué 
percepción tiene del Poder Judicial. Sabemos que los señores Senadores disponen de datos sobre el 
Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, pero nosotros también hemos hecho una encuesta sobre el 
Poder Judicial y no nos ha ido mal. Algo que nos sorprendió -porque es bastante desconocido- es que, 
en general, entre los que contestaron se tiene la sensación de que existe algún método de selección en 
el Poder Judicial, de que es una estructura jerarquizada y de que hay algún método de decantación, de 
selección de los menos malos para el ascenso. Esto ya es algo, sobre todo, tratándose de una 
ciudadanía que, como nos decían los especialistas, en general no sabe cuántas Cámaras tiene el 
Parlamento. Es más, según alguna de las encuestas que nos proporcionaron, una parte importante de 
los ciudadanos señala que nunca votó a un Senador o a un Diputado, es decir que tampoco tiene muy 
claro qué se hace en las elecciones, cada cinco años. 


Este es el panorama de la situación y les queríamos dejar las listas porque es según estas 
que van a seguir viniendo los nombres de los Magistrados que proponemos ascender al Senado de la 
República a los efectos de que nos otorgue la venia. Por eso destacábamos que en el caso del doctor 
Peduzzi, más allá de que ahora sí aparece en la lista -es la primera vez que aparece-, es 
especialmente relevante su larguísima hoja de servicios como Juez Letrado de Montevideo en diversas 
materias. En ninguna de ellas mereció objeciones y en todas se desempeñó con buen ánimo y 
desarrolló una buena gestión. 


Quisiera hacer un comentario a título personal: cuando el año pasado fuimos a visitar los 
hogares del INAU -lugar donde según los libros y también por obligación se supone que deben ir los 
Defensores públicos, dependientes del Poder Judicial, donde los Jueces de la materia van 
regularmente a los establecimientos y se interesan por la situación de los adolescentes y conversan 
con ellos-, a quien reconocían y saludaban los adolescentes era al doctor Gerardo Peduzzi. Y cuando 
les preguntábamos si habían tenido contacto con su abogado, ellos respondían: «Viene Peduzzi». Es 
de hacer notar que el doctor Gerardo Peduzzi no actúa como abogado, sino como Juez, pero era a él a 
quien reconocían como una figura de autoridad que iba y se interesaba por los muchachos. Esta 
experiencia se realiza desde hace menos de un año y, efectivamente, en esta materia tan complicada 
fue el doctor Peduzzi quien se tomó más a pecho su trabajo, el que más fue, el que más se interesó. 
Fue él quien realizó ese trabajo que ya no es de escritorio, sino que es el trabajo humano de 
comparecer para ver directamente, cara a cara, la situación de los muchachos, de los adolescentes 
infractores. Sin duda, no es poca cosa, yo le tengo un enorme respeto al doctor Peduzzi. Tomen esta 
opinión como un beneficio de inventario, pero quiero agregar que integré con él la Comisión Directiva 
de la Asociación de Magistrados del Uruguay y puedo avalar su hombría de bien y su dedicación a la 
función. Es cierto que es la primera vez que aparece en la lista de Jueces Letrados de Montevideo, sin 
embargo, esta vez figura con muy buenas calificaciones. Lo determinante es ese factor. Quizás otro 
tipo de cosas no se había comentado públicamente. Esta visita del doctor Peduzzi forma parte de esta 
experiencia que está desarrollando la Suprema Corte de Justicia, pero este Organismo puede avalar 
que el doctor ha trabajado siempre con enorme dedicación, a pesar de que se lo ha cambiado de 
materias. Ese es un problema actitudinal que se va perdiendo. Siempre que se le ha pedido un cambio 


de materia que podía perjudicarlo y que significaba salir de un lugar donde estaba cómodo, él lo ha 
hecho con buen ánimo y agradeciendo. Sin duda, eso es muy importante. 


Si los señores Senadores disponen de dos minutos, quisiera hacer una observación de viejo, 
vinculada con lo siguiente. Según la experiencia propia y la de quienes hace treinta y cinco años 
comenzamos esta actividad, la carrera judicial era -y seguramente lo seguirá siendo- muy sacrificada, 
donde uno renuncia a muchísimas cosas y donde la actitud siempre fue: nosotros protegemos los 
derechos de los demás y, en nuestro caso, estamos para la función. La función está primero. Así, pues, 
si hay que subrogar un Juzgado Letrado, sigue manteniendo el propio; no es que uno vaya a subrogar 
el Letrado y le nombran un subrogante en el propio. El Juez de Paz que subroga al Letrado sigue con 
los dos cargos, es decir, continúa subrogando dos Juzgados. Si hay que trabajar sábado y domingo, 
aunque sea de noche, si hay que ir a levantar cadáveres el domingo de madrugada, se va y no se 
cobra nada; si hay que estar separado de la familia, se hace; si hay que resignar licencias para llevar a 
cabo la función, se resignan. Siendo quienes protegemos los derechos de los demás, somos los que 
sabemos que hay una obligación de sustituir al superior cuando el cargo administrativo superior está 
libre. Señor Presidente: usted sabe cómo es esto, usted mismo gerenció un Ministerio, en ese caso, 
uno deja su cargo, deja de hacer su función y le pagan la diferencia de sueldo. Sin embargo, el Juez no 
deja de cumplir su función y no se le paga más. Esa actitud de sacrificio, la traigo a cuento porque 
ahora se está hablando mucho de los privilegios de los Jueces y demás -no va a ser responsabilidad 
mía porque, simplemente, es algo que veo que está sucediendo-, está cada vez menos presente. 


Los jueces nuevos están muy conscientes de sus derechos y quieren los mismos 
“privilegios”, los mismos derechos que todos los demás. Si subrogan a un Juez de una categoría 
superior, entienden que se les tiene que pagar el sueldo del superior mientras dure la subrogación; ya 
vendrá esto en los planteamientos que se realicen. Lo mismo para otros casos. Por ejemplo, si una 
Jueza está embarazada, entiende que no la pueden obligar a hacer subrogaciones y, de hecho, la 
Suprema Corte de Justicia ya dispuso que no se haga; si se trabaja durante períodos muy largos, sin 
licencia, además de las licencias normales, se considera que se tienen que dar licencias 
compensatorias; si se trabaja muchos días durante la noche, en un horario distinto al del 
funcionamiento del Poder Judicial, se tendrán que dar las compensaciones que correspondan. 


Entonces, todo ese compromiso de por vida que uno asumía por aquello de que los “jueces no 
participamos en una cantidad de cosas y nos embromamos porque esas son las reglas de juego”, se 
está poniendo en entredicho. Para empezar, se está cuestionando el hecho de que los jueces no 
hacemos huelga; en mi época era prácticamente la Biblia pero ahora no. En la actualidad, la mayoría 
de los jueces entienden que si sus reclamos no se atienden, está dentro de sus derechos 
constitucionales la potestad de paralizar el servicio sin ser sancionados. Está cambiando la realidad de 
cómo se está viendo hoy la función judicial y cuál es el nivel de compromiso y de retribución que se 
debería tener. 


Adelanto que no he hecho ningún tipo de reclamo salarial ni es este el momento de hacer 
referencia a ello, pero en relación con los comparativos de las retribuciones de los legisladores y de los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, que determinan las subsiguientes, como viejo gremialista de 
la Asociación quiero dar la visión -que no se dice mucho- que tienen los jueces acerca de cómo son 
retribuidos en el Uruguay y que tiene una larguísima data. Cuando se obtiene la equiparación salarial 
de la dotación o sueldo de Ministro de Estado o Senador de la República con la de Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia, tampoco se tiraron mucho las campanas al vuelo ni se dijo « Ahora sí 
somos funcionarios adecuadamente retribuidos»; lo que se decía, se sigue diciendo y sintiendo es lo 
siguiente: «Perfecto: equiparemos sin partidas la dotación absoluta del Ministro de Corte a la del 
Senador de la República y luego, como todos los funcionarios, tengamos claro que el legislador no 
tiene por qué ser abogado y nosotros sí, además de que tenemos dedicación total; entonces, tras pique 
nos dan la retribución básica del legislador y nos ponen 60% más por la dedicación total». Esa es la 
verdadera aspiración que subyace. Actualmente se señala que los jueces pueden llegar a tener 
retribuciones privilegiadas. Pero sucede que hoy el sentir de los jueces -aunque también lo sentíamos 
antes, cuando las retribuciones eran verdaderamente malas- es que están muy mal retribuidos en 
relación a otros cargos del Estado. Lo otro, lo puntual, se verá. 


Fíjense cómo es el panorama. Existe un sentimiento de los jueces nuevos, que son 
particularmente combativos -como seguramente éramos nosotros cuando teníamos 25 o 30 años-, que 


están muy conscientes de sus derechos -como le sucede a la mayoría de la ciudadanía uruguaya, 
seguramente están más conscientes de sus derechos que de sus obligaciones-, que están más 
apurados y con sentimientos de inmediatez. No piensan como nosotros que decíamos «yo voy a llegar 
dentro de 35 años»; no, si hoy un Juez percibe que se lo posterga dos meses, se puede sentir 
agraviado. Digamos que la resistencia o la tolerancia a determinadas frustraciones, ha bajado. 


Entonces, ese panorama para mí es preocupante. Siempre paso el aviso de que somos la 
segunda magistratura más independiente de toda América después de Canadá, pero esto otro también 
es una realidad. Se va a complicar de futuro, salvo que por alguna razón realmente se mejoren las 
retribuciones y las condiciones laborales de los Jueces -no estamos hablando de todo el Poder 
Judicial, sino de los Jueces-, algo que a nosotros ni se nos ocurría; había que trabajar todo lo que la 
Corte dijera y no quejarse. Pero ahora ya no es más así. 


De todos modos, vine a contestar preguntas y no a monopolizar la palabra, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos mucho al señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
que haya llegado de nuevo hasta la Comisión. 


Para no perder el hilo del asunto quiero plantear lo siguiente. La duda se me origina en cuanto 
a que se confecciona una lista por año, que después se hace por orden alfabético, aunque en este 
caso está directamente por orden de antigúedad, y no se conoce, obviamente, la diferencia de puntajes 
y evaluaciones entre los integrantes de esa lista. Es un criterio. 


SEÑOR CHEDIAK.- Existe esa información. Yo la tengo. Lo que sucede es que la Acordada establece 
la reserva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La conoce la Corte. 


Ahora bien, dentro de esa lista, que está ordenada alfabéticamente y no en base a los 
resultados, se le propone a la Comisión, al Senado de la República, determinadas venias. Me gustaría 
conocer cuál es el criterio para elegir dentro de esa lista. Y me adelanto. Han llegado a la Comisión dos 
solicitudes de venia: la del doctor Gerardo Peduzzi y la de la doctora Martha Alves De Simas. A mí me 
tocó informar la de esta doctora y la verdad es que, por lejos, era la que tenía mejores calificaciones. 
Había sido incluida en la lista en el 2015-2016, 2011-2012, 2009-2010, 2001, 1999, 1998, 1997, 1996 y 
1995. O sea que se perdía la línea de la hoja. Por lo tanto, era lógico que ella fuera quien se integrara. 


La otra solicitud de venia es la del doctor Gerardo Peduzzi, que tiene a su favor, 
indudablemente, la antigúedad en el cargo. Es del año 1993. Pero únicamente estuvo dentro de la 
nómina en la última lista, 2015-2016. Entonces, me pregunto cómo se pondera la integración en una 
cantidad de listas con la antigúedad. Si yo mirara esto con un criterio de lo que no soy -Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia- diría: «Muy bien. El doctor Gerardo Peduzzi es del año 1993, pero la 
doctora Miriam Muzi es del año 1995» -o sea que son dos años de diferencia-, «quien estuvo en la lista 
en el 2015-2016, en el 2011-2012 y en 1994». Y si viniera un poquito más para acá, el doctor Homero 
Da Costa estuvo igual, pero se agrega que estuvo también en 1996 y 1997; es decir que estuvo más 
cercano. Entonces uno ahí pensaría por qué es que con la doctora Martha Alves De Simas se tuvo en 
cuenta -supongo- la cantidad de veces que ha sido incluida, y en el caso del doctor Peduzzi no, salvo 
que hayan calificaciones que nosotros no conocemos, en cuyo caso sería bueno que por lo menos se 
nos explicite que aún está en reserva y se encuentra en esa calificación. No sé si fui claro en cuanto al 
razonamiento. 


El señor Senador Pintado me pide sumarse a la pregunta, así que le cedo el uso de la 
palabra. 


SEÑOR PINTADO.- Ante todo, me sumo al agradecimiento manifestado por el señor Presidente de la 
Comisión. 


Por otra parte, con respecto a lo que señaló el señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, quiero hacer un comentario al pasar. La sociedad ha cambiado y eso ha generado problemas 
a todos; algunos también tenemos una dedicación full time y no recibimos un beneficio extraordinario 
por ello. 


Siguiendo la línea planteada por el señor Presidente de la Comisión, me gustaría saber cuál 
es -si es que existe- el peso relativo de la antigúedad en las calificaciones. Está claro que estamos 
hablando de elementos de calificación positivos pero de notas que van desde el piso hasta el 
sobresaliente. A la hora de la calificación, ¿eso también tiene peso? 


Entendí claramente que el caso del doctor Peduzzi es casi como un reconocimiento que el 
Poder Judicial le hace a su trayectoria, lo que podría no ir en desmedro de las otras personas si se 
mencionaran sus edades para ver cuán cerca están de la fecha de retiro, ya que un homenaje o 
reconocimiento tardío -como sucede algunas veces- no tendría ningún sentido. De ser así, las otras 
personas tienen por delante la posibilidad de un ascenso que en el caso del doctor Peduzzi no existiría. 
Simplemente quería saber si ese elemento también tiene su peso relativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No veo que ninguno de las personas propuestas haya integrado la lista en el 
período 2013-2014. ¿Es una casualidad o en ese período no hubo? Lo pregunto porque veo que 
figuran las listas de 2009-2010, 2011-2012 y no las de 2013-2014. 


SEÑOR CHEDIAK.- El señor Presidente tiene razón; la lista anterior es la del período 2011-2012 y la 
actual es la de 2015-2016. No sé por qué, pero seguramente en ese período no se haya elaborado la 
lista. 


Quiero aclarar al señor Senador Pintado que en el material que trajimos figuran las fechas de 
nacimiento de todos los Jueces del Poder Judicial. 


Es cierto lo que se mencionó en cuanto a que, perfectamente, podría ser incorporado dentro 
de los elementos que se allegan al Senado de la República para que tenga a bien considerar las 
solicitudes de venia, el destino. Las solicitudes de venia se hacen en forma genérica pero, en realidad, 
no son genéricas; la Suprema Corte de Justicia no solicita la venia y después ve a dónde asigna al 
Magistrado, sino que las venias ya tienen destino. 


En el caso de la doctora Martha Alves De Simas, quien ha tenido un desempeño excepcional 
en material civil -tal como señaló el señor Presidente de la Comisión-, va a ser asignada a un tribunal 
civil muy importante, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Sexto Turno, ocupando el lugar que dejó 
vacante el último integrante de la Suprema Corte de Justicia, doctor Felipe Hounie. 


En cambio, el doctor Peduzzi seguramente será asignado a un tribunal penal, que es la 
materia que él ejerció en Montevideo durante más años. 


A su vez, la doctora Miriam Muzi, quien -como bien señaló el señor Presidente de la 
Comisión- ha estado en la lista durante más años, seguramente pase a desempeñarse -si el Senado 
concede la solicitud de venia- en un tribunal en materia laboral. Cabe acotar que ya se le señaló que la 
Suprema Corte de Justicia había optado por el doctor Gerardo Peduzzi como reconocimiento a su 
antigúedad, a su edad, por el poco tiempo que le queda hasta cumplir los 70 años de edad, pero que, 
por supuesto, ella estaba en la puerta para un ascenso -que seguramente será este año- para la 
materia en la cual ella se ha especializado. 


Entonces, probablemente el hecho de que las venias sean genéricas obstaculiza el 
entendimiento de por qué en un caso se opta por un nombre y en otro caso por otro. 


En cuanto a si la reserva se estableció desde el inicio en el caso de las calificaciones por 
parte de la Comisión, por supuesto, eso existe. También hay planillados y allí están los nombres de 
quienes calificaron a cada uno de ellos y la nota que le otorgaron a cada Magistrado. 


La idea de la reserva y de la publicación de las listas en orden alfabético fue algo muy 
discutido y resultado de una transacción con lo que sucedía en la realidad. Si estuviera en mí - 
probablemente en parte esté-, publicaría las listas por calificación, no por orden alfabético. En algún 
año se procedió así, pues no se hizo por la inicial del apellido sino por el orden de las calificaciones y el 
número de votos que había recibido cada uno de los Magistrados. 


SEÑOR HEBER.- A modo de conclusión, quiero comentar lo siguiente. 


No tengo formación jurídica, por lo que muchas de estas cosas no las tengo muy aceitadas 
como el señor Presidente de esta comisión y ni que hablar el invitado, a quien aprovechamos para 
agradecerle su presencia. 


Me da la sensación de que nosotros simplemente hacemos la homologación de una venia sin 
ningún tipo de información para poder pronunciarnos. La realidad impone un poco esa manera de 
proceder. Frente a los juicios que hace la Comisión, su integración y evaluación con el manejo de la 
reserva del caso, no tenemos oportunidad alguna para que la venia sea tal, sino que, reitero, 
simplemente levantamos la mano y homologamos lo que nos remite la Suprema Corte de Justicia. 
¿Por qué? Porque no tenemos elementos de juicio para decir «este sí, este no». Quizás, la información 
que hoy nos trae el Presidente de la Suprema Corte de Justicia en cuanto a poder vislumbrar una 
escala, nos ayude a ver un poco cómo está el panorama general, pero me queda claro que es muy 
difícil que podamos decir: «Este Juez no merece tener un ascenso». Insisto en que no tenemos ningún 
elemento de juicio para decirlo. Esa es una realidad. 


Sobre los comentarios que habíamos hecho, quiero ratificar los conceptos manejados por el 
señor Presidente de esta comisión sobre la comparación entre la doctora Martha Alves De Simas que, 
por la misma planilla, es claro y notoriamente justo que tengamos que darle la venia en función de su 
trayectoria. 


En el caso de la venia para designar en el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones al 
doctor Gerardo Gastón Peduzzi, nos quedará la duda. Soy quien tiene a cargo su informe, por eso 
preguntaba al principio si había algún otro elemento para manejar. Me queda claro que es por la 
antigúedad, hace muchos años que se desempeña en el Poder Judicial. Habrá juicios, pero su 
trayectoria -comparada con la de la doctora Martha Alves- es notoriamente diferente. 


En fin, tendremos que aprobar la solicitud de venia sin disponer de mucho margen para dar 
una opinión al respecto. Si hubiera una reforma constitucional, no sé si sería factible que las solicitudes 
de venia vinieran al Poder Legislativo. Quizás, el tema de la Suprema Corte de Justicia sea otro, pero 
de la manera en que se hace ahora es simplemente un trámite que se sigue en el Senado de la 
República porque no tenemos posibilidades de contar con una información para poder juzgar. De eso 
se trata precisamente la venia: premiar la trayectoria. Haremos confianza en la Suprema Corte de 
Justicia -cosa que ya hacemos- y en la Comisión Asesora. Tal vez habría que trasladar esa 
confianza, pero no lo podemos hacer, porque si el día de mañana votamos una venia para elegir a un 
Juez que desprestigia a la Institución -¡ojalá que nunca suceda!- y se nos piden cuentas por haberlo 
hecho, deberemos decir que en estas circunstancias es muy difícil que podamos evaluar la situación. 
De modo que seremos corresponsables por algo de lo que no somos responsables. 


Simplemente son comentarios que pretendemos trasladar a modo de inquietud, pero no 
como preguntas. 


Asimismo, agradecemos muchísimo la información. 


SEÑOR PINTADO.- Creo que se han incorporado algunos temas que podrán haberse pensado bien, 
pero exceden a lo que plantea la Comisión. Me refiero a que, quizá, nos tendríamos que dedicar 
exclusivamente a determinados nombramientos que no tienen como una especie de Tribunal de Alzada 
porque, en definitiva y más allá de que se trata de venias, no dejan de ser ascensos. 


La misma duda se me presenta con respecto a los militares y lo quiero plantear claramente, 
más allá de que en esos casos hay más información. 


(Intervención de un señor Senador Heber que no se escucha). 


-Más allá de la reserva, quizás podría ser una ayuda que el ordenamiento no viniera por 
orden alfabético y tener más certeza -nos manejamos con la reserva del caso y no queremos violarla-, 
pues no necesariamente quien figura una vez en la lista puede estar peor calificado. ¿Cómo lo haría 
yo, por supuesto, desde la ignorancia total? Por ejemplo, tengo cuatro o cinco participaciones en lista, 
donde el promedio es Bueno en cada una de las listas, pero viene uno con Sobresaliente y antiguedad; 
¿cuál pesa más? Hay que hacer promedios, pero el promedio de Sobresaliente dividido uno es 
Sobresaliente y el promedio de Bueno, dividido cuatro da Bueno siempre. En definitiva, habría que 
agregar el valor de estar siempre en las nóminas porque, de acuerdo con lo que se nos informaba, ya 
sabemos que las nóminas son positivas, es decir que todos los que se encuentran en ellas están en 
condiciones de calificar. 


Sin embargo, si quiero problematizar más el tema, me preguntaría: ¿Dónde está la igualdad 
de los Tribunales? Hoy se señalaba muy claramente que el cien por ciento para algunos, era un 
porcentaje infinitamente inferior para otros; ahí ya estaba planteada una desproporción. Además, los 
Tribunales juzgan cosas distintas y se habla de subalternos, pero en cada uno son diferentes -desde el 
que juzga hasta el juzgado- y la vara de medición también puede ser distinta. Entonces, el Bueno de 
unos puede significar el Sobresaliente de otros, en términos cualitativos. Acá se decía que se estaba 
midiendo la asistencia, las llegadas tarde, etcétera, todos elementos muy objetivos, pero ¿cuánto pesa 
eso en el evaluador? ¿O hay un reglamento estricto que diga, por ejemplo, «Se descuenta tanto 
puntaje por tal concepto»? No lo hay. 


Como bien se señalaba, creo que se ha limitado la subjetividad, pero todavía no ha podido 
ser descartada porque, en realidad, quizás lo mejor sería el concurso, aunque también el concurso sin 
la actuación práctica es algo complejo. 


Tal como decía el señor Senador Heber, uno tiene la sensación de que lo que hace es decir 
«Sí» a lo que ya viene dado porque hace confianza en ello. Si en lugar de hacerlo alfabéticamente, las 
listas vinieran ordenadas más o menos por la calificación, por lo menos tendríamos una indicación de 
que hay otras cosas en juego además del aspecto alfabético, porque en ese caso aquellas personas 
cuyos apellidos terminan con zeta siempre quedan en el último lugar. Lo digo yo porque mi apellido 
empieza con pe y siempre me he quejado de que las votaciones nominales, por ejemplo, siempre 
empiecen por la a. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR CHEDIAK.- Nuestra idea, nuestra filosofía es la transparencia, por lo que creo que podemos 
acercar más elementos de juicio a la Comisión, al Senado de la República. La tradición es pedir 
genéricamente las venias, pero no sé por qué; sucede que uno empieza a andar en una bicicleta que 
venía pedaleando otro. Nosotros somos transitorios ocupantes de las sillas, pero quizás se podría 
hacer una fundamentación mucho más particular y por supuesto que estamos dispuestos a venir a 
informar todas las veces que sea necesario. 


Es la primera vez que ocupamos el cargo de Presidente de la Comisión Asesora y cuando 
vimos -también los representantes del Colegio de Abogados, el representante de la Facultad de 
Derecho, la doctora Alicia Castro, Ministra del Tribunal, y el doctor Vomero, de la Asociación- que los 
puntajes alcanzaban para que estuviera por primera vez el doctor Peduzzi, fue una alegría para todos, 
porque tanto nosotros, como los abogados, teníamos un gran concepto respecto de su actuación ya 
sea con los internos, como con la gente y en las audiencias. Es un hombre que ha cosechado mucho 
cariño a lo largo de su larguísima trayectoria. Eso pesó, pero lo que determinó que estuviera en la lista 
fue el puntaje, la matemática y no la decisión personal. Además -y pesa mucho- es la última 
oportunidad práctica de ascenso que el doctor tiene antes de cumplir los 70 años. 


Por supuesto que los nombres que se han manejado -para empezar, la doctora Miriam Muzi- 
son quienes están en la puerta de ingreso en lo que respecta a la solicitud de venias. Pienso que se 
podría avanzar más si el Senado de la República manejara más datos. Es decir, si se manejaran los 
datos con la reserva del caso y no se violara lo que establece la Acordada, podríamos mandar los 
listados correspondientes con las calificaciones individuales de cada uno de los que votaron, previa 
consulta con la Suprema Corte de Justicia. Quisiera señalar que esto ni siquiera se maneja en el pleno 
de la Suprema Corte de Justicia, porque como hay un solo juego del listado, el Ministro que preside la 
Comisión lee a quién votaron y la nota que se les adjudicó a los candidatos. 


En lo personal, creo que hay que avanzar hacia la transparencia del proceso. A mi juicio, es 
mejor el sistema de orden por votación, por notas obtenidas, por número de superiores procesales que 
calificaron. 


También hay otros casos, que son algo así como el Óscar a la trayectoria de toda una vida, 
pero estamos hablando de situaciones puntuales como, por ejemplo lo que dijimos con respecto al 
doctor Vomero que ya está, prácticamente, al pie de la jubilación. En su caso también fue un premio a 
su larguísima trayectoria en el Poder Judicial. Esas son las personalizaciones que se han realizado. 


Quizás no sea transparente pedir la venia genérica sin informar al Senado de la República 
cuál es el destino que tiene en mente la Suprema Corte de Justicia. Lo digo porque tal vez tampoco les 
informemos claramente la trayectoria que ha tenido el Juez en las distintas materias. De pronto, 
tampoco es de conocimiento de los señores Senadores cuál es el destino de la doctora Alves de Simas 
ni en qué materias fue bien calificada. Lo mismo podría decir con respecto al doctor Peduzzi. Creo que 
en este tema se puede avanzar, sería cuestión de ponernos de acuerdo, porque lo más importante es 
actuar de buena fe y de convencer, sin poner a nadie en situación de votar a ciegas. Se ha dado 
alguna situación en la cual el Senado ha rechazado la venia y también otras, en que hemos errado 
todos como sucedió en el caso notorio de la expresidenta de la Asociación de Magistrados del 
Uruguay, donde la Suprema Corte de Justicia se equivocó y el Senado votó la venia para ascenderla a 
un Tribunal de Apelaciones. Con esto quiero decir que no hay sistema perfecto y que todos somos 
humanos y falibles. 


Queríamos hacer llegar estas listas, porque este es el pronóstico -no van a aparecer nombres 
por fuera de esto-, porque de estas surgirán las próximas propuestas de ascenso a Tribunales de 
Apelaciones. Por supuesto, vendremos a tratar de aclarar el tema y a acercar los materiales concretos 
cuando los señores Senadores lo entiendan pertinente porque creemos que es importante. La venia no 
es solamente un trámite; si los señores Senadores dicen que no, no se designa a los nombres 
propuestos -como ya ha pasado- y se acabó. En esto sí hay responsabilidad común de los dos 
Poderes, es decir, hay una propuesta de la Suprema Corte de Justicia para la designación pero si no 
hay venia del Senado de la República, ello queda sin efecto. 


Incluso es cierto que en una oportunidad la Suprema Corte de Justicia reiteró una solicitud de 
venia al Senado de la República, más allá de que vale aclarar que en el caso del doctor Martínez 
Calandria se esperó más de 20 años para hacerlo, una vez transcurrido cierto tiempo y cuando, quizás, 
se habían subsanado las objeciones que habían llevado al Senado, en su momento, a no otorgar la 
venia. La segunda vez que se propuso y que el Senado tuvo a bien otorgar la venia del doctor Martínez 
Calandria, también fue algo así como el Óscar a la trayectoria de una vida porque estaba al borde de la 
jubilación, de los setenta años. 


La Suprema Corte de Justicia tiene muy claro que esta es una decisión final del Senado de la 
República y que no tiene por qué ser fundada; reitero, lo tenemos clarísimo. Si el Senado dice que sí 
es sí y si dice que no es no y no hay Cristo que levante la observación. 


Vuelvo a decir que los representantes de la Suprema Corte de Justicia -esto quiero 
trasmitirlo en su nombre- estamos dispuestos a venir cuantas veces sea necesario y a hacer llegar los 
elementos de juicio que el Senado necesite para tener un poco más claro el panorama. Sabemos que 
es horrible tener que tomar decisiones de esa manera y, en lo personal, agradezco enormemente la 
existencia de todos estos listados porque uno se vuelve viejo y no conoce a los muchachos; no doy 
clases directas en el Centro de Estudios Judiciales del Uruguay y, entonces, la realidad es que los 


conozco por los listados, por sus nombres, pero no conozco sus caras. No sé tampoco a quiénes estoy 
nombrando y hacemos la misma fe en los docentes del CEJU y en las listas. Aquella cosa artesanal 
donde había un Juez Letrado por departamento y la Suprema Corte de Justicia los conocía uno a uno, 
ya no existe más; con 500 jueces eso es absolutamente imposible. 


Repito que tenemos clarísimo que todo depende, en este caso, de la venia del Senado y 
haremos llegar a este Cuerpo todo lo que entienda conveniente. A su vez, reitero, el listado nombre por 
nombre existe y allí figura qué Ministro calificó y qué nota le puso a cada uno de los calificados. 
Seguramente también existen los listados anteriores; simplemente tengo el último porque se 
confeccionó en mi secretaría y la función de la reserva era que no existiera manoseo de nombres, no 
otra cosa. 


Se había propuesto -y luego no recuerdo por qué el propio gremio no lo quiso-, que fueran 
públicas las calificaciones de cada uno de los Ministros. Estoy hablando de que se le diera 
transparencia a este formulario que se hace y en el que cada Ministro -porque esto no se hace por 
tribunal sino por Ministro-, detalla las calificaciones. Seguramente hacia allí caminemos porque todo va 
hacia la mayor transparencia, hacia los criterios objetivos de administración y no vemos por qué el 
ocultar esto. 


En el caso de las listas del CEJU con sus calificaciones, la Suprema Corte de Justicia ya las 
dio a publicidad y si nombráramos a alguno en un orden que, aunque sea por una fracción de punto, no 
le corresponde, vendría la impugnación. 


Creo que vamos hacia la completa objetivización de los criterios que manejamos. Desde la 
salida de la dictadura venimos, sí, de un criterio muy artesanal donde nadie sabía estos datos y todo 
era como decía anteriormente; a uno ni se le ocurría preguntarle a la Suprema Corte de Justicia cuáles 
eran los criterios ni cuestionar nada. La realidad -eso sí lo puedo atestiguar- era que llamaba un 
secretario de la Suprema Corte de Justicia y decía, por ejemplo: «El día lunes a las 12 jura». «¿Para 
dónde?», preguntaba uno. «Ah, mire, no tengo el listado, cuando llegue se va a enterar» se nos 
contestaba y ahí se acababa el asunto. Ahora tenemos todo este proceso donde damos vista a los 
interesados a ver si tienen objeciones o no y también se da vista al Fiscal de Corte. Todo ha cambiado, 
la sociedad es más compleja, se ha avanzado mucho en el campo de los derechos, todos somos más 
conscientes de nuestros derechos humanos, de las posibilidades que tenemos de impugnar y todo se 
ha complicado. 


De todos modos, quiero aclarar que somos absolutamente conscientes de que porque algo se 
haya hecho siempre de determinada manera no quiere decir que no se mejore. Fue por ello que 
incorporamos la vista previa al Fiscal de Corte en los movimientos, porque así lo establece la 
Constitución, a pesar de que -tal como nos dicen-nunca se hizo en cien años; hay que hacerlo. Esa ha 
sido la actitud de la Suprema Corte de Justicia respecto a estos temas y, quizás, todos los organismos 
y ramas del Gobierno como administradores hemos tenido algún encontronazo con el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo porque cada vez es más garantista, cada vez exige más vistas previas y 
procedimientos más complejos del debido proceso, que brinden más posibilidades. Entonces, si para 
alguno ser excesivamente garantista puede parecer demasiado, la única actitud -la Suprema Corte de 
Justicia ya lo ordenó- es que hagan un protocolo a prueba de fallos donde todo sea con las garantías 
suficientes para que ningún Ministro del Tribunal de lo Contencioso anule un acto administrativo de la 
Suprema Corte de Justicia. Antes no era tan garantista todo, ahora sí y hay que adecuarse a las 
normas. 


Nosotros celebramos la posibilidad de comparecer ante el Senado de la República a los 
efectos de avanzar en este tema. En ese sentido, quiero señalar que cualquier material adicional que 
necesiten, por favor solicítenlo, si podemos y hay consenso lo enviaremos luego de analizarlo en el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia. 


Espero no haberme olvidado de nada, porque traté de que los señores Senadores tengan todo 
el material que nosotros manejamos -que ni los propios Jueces conocen-, a los efectos de que no 
tengan sorpresas. De esta lista coloreada que tengo van a venir los pedidos de venia durante los 
próximos cinco años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando asistió a esta Comisión el señor Fiscal de Corte -también para 
explicar los criterios por los que él solicitaba las venias- le propusimos elevarle un borrador -que yo 
preparé- con nuestras aspiraciones de información. De la misma forma, la Comisión analizará la 
información que nos envíen y se reunirá para plantear su aspiración. La Suprema Corte de Justicia 
tiene derecho a mandar lo que le parezca y nosotros tenemos, por disposición constitucional expresa, 
la obligación de pronunciarnos sobre la venia -facultad que es del Poder Legislativo y que, obviamente, 
es una obligación, pero también un derecho- de manera que sería bueno tener la mayor cantidad de 
elementos posibles para tomar la mejor decisión. 


Si a los integrantes de la Comisión les parece bien, vamos a hacer llegar esa aspiración al 
señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia. 


Agradezco mucho la presencia de nuestro invitado. 


Solicito a los señores Senadores que no se retiren porque tenemos que tratar unas venias de 
destitución que tienen vencimiento del plazo constitucional. 


(Se retira de Sala el señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia, doctor Chediak). 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 


(Son las 15 y 4 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


